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DERECHO A LA SALUD. IMPONE AL ESTADO LAS OBLIGACIONES DE GARANTIZAR QUE SEA EJERCIDO 

SIN DISCRIMINACIÓN ALGUNA Y DE ADOPTAR MEDIDAS PARA SU PLENA REALIZACIÓN.  

Del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, según el cual toda 

persona tiene derecho a la salud, derivan una serie de estándares jurídicos de gran relevancia. El 

Estado Mexicano ha suscrito convenios internacionales que muestran el consenso internacional en 

torno a la importancia de garantizar al más alto nivel ciertas pretensiones relacionadas con el disfrute 

de este derecho, y existen documentos que esclarecen su contenido y alcance jurídico mínimo 

consensuado. Así, la Observación General número 14 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales de la Organización de las Naciones Unidas, por ejemplo, dispone que el derecho a la salud 

garantiza pretensiones en términos de disponibilidad, accesibilidad, no discriminación, aceptabilidad y 

calidad de los servicios de salud y refiere que los poderes públicos tienen obligaciones de respeto, 

protección y cumplimiento en relación con él. Algunas de estas obligaciones son de cumplimiento 

inmediato y otras de progresivo, lo cual otorga relevancia normativa a los avances y retrocesos en el 

nivel de goce del derecho. Como destacan los párrafos 30 y siguientes de la Observación citada, 

aunque el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales prevé la aplicación 

progresiva y reconoce los obstáculos que representa la limitación de los recursos disponibles, también 

impone a los Estados obligaciones de efecto inmediato, como por ejemplo las de garantizar que el 

derecho a la salud sea ejercido sin discriminación alguna y de adoptar medidas para su plena 

realización, que deben ser deliberadas y concretas. Como subraya la Observación, la realización 

progresiva del derecho a la salud a lo largo de un determinado periodo no priva de contenido 

significativo a las obligaciones de los Estados, sino que les impone el deber concreto y constante de 

avanzar lo más expedita y eficazmente posible hacia su plena realización. Al igual que ocurre con los 

demás derechos enunciados en el Pacto referido, continúa el párrafo 32 de la Observación citada, 

existe una fuerte presunción de que no son permisibles las medidas regresivas adoptadas en relación 

con el derecho a la salud. 

DERECHO A LA SALUD. LAS OBLIGACIONES QUE LA LEY IMPONE DAN FORMA A UNA ESPECÍFICA 

MODALIDAD DE GOCE DE AQUÉL, Y DELIMITAN SU CONTENIDO EN UNA SOCIEDAD DETERMINADA.  

La naturaleza y la intensidad de las obligaciones que las normas imponen a los poderes públicos o a 

los particulares para mantener, preservar, restablecer o promover la salud son directamente 

relevantes desde la perspectiva del contenido garantizado por el derecho a la salud y pueden ser 

denunciadas por los particulares en caso de afectación, aunque no sean los destinatarios de las 

citadas normas. Así, las obligaciones que la ley impone a publicistas, promotores de productos 

derivados del tabaco, propietarios o poseedores de lugares concurridos, áreas interiores de trabajo 
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(públicas o privadas, incluidas las universidades e instituciones de educación superior) o 

consumidores de productos derivados del tabaco, por ejemplo, dan forma a una específica modalidad 

de goce del derecho a la salud y, por tanto, delimitan su contenido en una sociedad determinada. 

DERECHO A LA SALUD. SU NATURALEZA NORMATIVA.  

Nuestro país atraviesa una etapa de intensa transformación en la manera de identificar la sustancia 

normativa de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y sus consecuencias para la 

mecánica del funcionamiento del juicio de amparo. Una de las manifestaciones específicas de este 

fenómeno es la alteración de la comprensión, hasta ahora tradicional, de derechos como el relativo a 

la salud o a la educación. Esto es, a pesar de su consagración textual en la Carta Magna, estos 

derechos han sido tradicionalmente entendidos como meras declaraciones de intenciones, sin mucho 

poder vinculante real sobre la acción de ciudadanos y poderes públicos. Se ha entendido que su 

efectiva consecución estaba subordinada a actuaciones legislativas y administraciones específicas, en 

cuya ausencia los Jueces Constitucionales no podían hacer mucho. Ahora, en cambio, se parte de la 

premisa de que, aunque en un Estado constitucional democrático el legislador ordinario y las 

autoridades gubernamentales y administrativas tienen un margen muy amplio para plasmar su visión 

de la Constitución y, en particular, para desplegar en una dirección u otra las políticas públicas y 

regulaciones que deben dar cuerpo a la garantía efectiva de los derechos, el Juez Constitucional 

puede contrastar su labor con los estándares contenidos en la propia Ley Suprema y en los tratados 

de derechos humanos que forman parte de la normativa y vinculan a todas las autoridades estatales. 

DERECHO A LA SALUD. SU TUTELA A TRAVÉS DEL JUICIO DE AMPARO.  

La justiciabilidad del derecho a la salud no tiene manifestaciones idénticas cuando su violación se 

denuncia por los ciudadanos en vía de amparo y cuando se reclama por otras vías como por ejemplo, 

la acción de inconstitucionalidad. Para determinar qué tipo de pretensiones pueden estudiarse en vía 

de amparo hay que constatar no sólo que se invoque la violación de un derecho fundamental que 

incorpora pretensiones jurídicas subjetivas, sino también que la invasión al derecho que se denuncia 

represente un tipo de vulneración remediable por dicha vía. Lo anterior es así, porque el juicio de 

amparo es un medio de control de la constitucionalidad de actos y normas con efectos únicamente 

para el caso concreto, como lo establecen los artículos 103, fracción II, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos y 76 de la Ley de Amparo; sin embargo, ello no permite descartar que, 

en ciertas ocasiones, dar efectividad al amparo implique adoptar medidas que colateral y 

fácticamente tengan efectos para más personas que las que actuaron como partes en el caso 

concreto. Pero este tipo de efectos, que podrían denominarse ultra partes, deben ser colaterales y 

estar unidos por una relación de conexidad fáctica o funcional con los efectos inter partes, es decir, no 

pueden ser efectos central o preliminarmente colectivos. Ello es así, porque la Constitución General 
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de la República reserva la posibilidad de impugnar las normas de manera que puedan ser declaradas 

inválidas con efectos erga omnes a una serie acotada de órganos legitimados, por la vía de las 

controversias constitucionales o las acciones de inconstitucionalidad. 

INTERÉS JURÍDICO PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL AMPARO. SU INTERPRETACIÓN POR LA 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN NO HA SUFRIDO UNA GRAN VARIACIÓN, SINO QUE HA 

HABIDO CAMBIOS EN EL ENTENDIMIENTO DE LA SITUACIÓN EN LA CUAL PUEDE HABLARSE DE LA 

EXISTENCIA DE UN DERECHO "OBJETIVO" CONFERIDO POR EL ORDENAMIENTO JURÍDICO.  

La Suprema Corte de Justicia de la Nación tiene un amplio abanico de pronunciamientos históricos 

sobre el concepto de "interés jurídico" para efectos de la procedencia del juicio de amparo, muchos 

de los cuales provienen de la Quinta Época del Semanario Judicial de la Federación, pero con 

posterioridad el tema ha sido abordado por la jurisprudencia del Alto Tribunal. Contra lo que podría 

pensarse, el entendimiento del concepto de interés jurídico no ha sufrido una gran variación en su 

interpretación. Lo que ciertamente ha cambiado es lo que se entiende que está detrás de los 

conceptos jurídicos a los que hacen referencia las tesis sobre interés jurídico y, en particular, el 

entendimiento de la situación en la cual puede hablarse de la existencia de un derecho "objetivo" 

conferido por las normas del ordenamiento jurídico, en contraposición a una situación de la que 

simplemente los individuos derivan lo que se denomina como "un beneficio" o una ventaja "fáctica" o 

"material". 


